PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

SANCIONAN CON FUERZA DE

L E Y

ARTICULO 1º: Toda persona capaz tiene el derecho de expresar su consentimiento o su rechazo con respecto a los tratamientos médicos que pudieren indicársele en el futuro, en previsión de la pérdida de la capacidad natural o la concurrencia de circunstancias clínicas que le impidan expresar su voluntad en ese momento. 

ARTICULO 2º: El derecho mencionado se ejercerá mediante una “Declaración de Voluntad Anticipada” (DVA), entendiéndose por tal la manifestación escrita, datada y fehaciente, de toda persona capaz que libremente expresa las instrucciones que deberán respetarse en la atención y el cuidado de su salud que reciba en el supuesto del artículo anterior.

ARTICULO 3º: Tales instrucciones contendrán las manifestaciones valorativas del declarante, orientando al médico y/o a la institución sanitaria sobre las decisiones a tomar en su caso  y, en particular, si deben abstenerse de someterlo a determinados tipos de tratamientos médicos, así como qué tipo de tratamiento prefiere que le sea aplicado entonces.



        Se entiende por manifestaciones valorativas del declarante la expresión de cómo éste desea ser tratado en ocasión de enfrentar situaciones de grave riesgo de muerte o discapacidad, que la Bioética califica como problemas éticos en el final de la vida, y no se encuentre en condiciones de expresar su voluntad.

ARTICULO 4º: Créase el Registro de Voluntades Anticipadas (RVA),dentro de la órbita del Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires, en el que se inscribirá el otorgamiento, modificación, sustitución y revocación de las declaraciones de voluntad anticipada. 



        En dicho Registro deberán anotarse, en lo pertinente, las declaraciones de voluntad anticipada documentadas mediante escritura pública e inscriptas en el Registro de Actos de Autoprotección del Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires.



        En caso de internación hospitalaria de la persona, la declaración de voluntad anticipada será transcripta con fecha cierta en la primera hoja de la historia clínica del paciente, y firmada por él, o por su representante, o médico de cabecera o responsable sanitario.

ARTICULO 5º: La Autoridad de Aplicación garantizará la accesibilidad al Registro de Voluntades Anticipadas de todo ciudadano de la Provincia de Buenos Aires, para lo cual contemplará la creación de oficinas delegadas en el interior provincial.

ARTICULO 6º : La Autoridad de Aplicación dispondrá la publicación de una página en Internet, la que deberá contener información detallada sobre la “Declaración de Voluntad Anticipada”, modelos de documentos  y una base de datos de los declarantes con sus documentos de Voluntad Anticipada. Estos documentos sólo podrán ser consultados por los declarantes y por los Centros de Salud al momento del ingreso del paciente, a los fines previstos en el párrafo final del artículo 4º, mediante un sistema de códigos, no pudiendo modificarse el documento por esta vía.

ARTICULO 7º: La “Declaración de Voluntad Anticipada” puede ser modificada, sustituida por otra o revocada en cualquier momento por el otorgante, siempre que conserve su capacidad y actúe libremente. En caso de modificación, sustitución o revocación, prevalecerá el contenido del último documento otorgado.

ARTICULO 8º: Si una persona ha emitido una “Declaración de Voluntad Anticipada” y, posteriormente, expresa un Consentimiento Informado que contraría, exceptúa o modifica las instrucciones contenidas en aquélla, para la situación presente o el tratamiento en curso, prevalecerá lo manifestado mediante este último para ese proceso sanitario, aunque a lo largo del mismo quede en situación de no poder expresar su voluntad.

ARTICULO 9º: La “Declaración de Voluntad Anticipada” que se encontrare debidamente inscripta en el Registro de Voluntades Anticipadas será eficaz cuando sobrevengan las condiciones previstas en ella y en tanto se mantengan las mismas.  Dicha Declaración prevalecerá sobre la opinión y las indicaciones que puedan ser realizadas por los familiares o allegados y por los profesionales que intervengan en su atención sanitaria.

ARTICULO 10º: No se considerarán las instrucciones que, en el momento de ser aplicadas, resulten contrarias al ordenamiento jurídico, o las que establezcan la prohibición de recibir la medicación necesaria para aliviar el dolor, o alimentarse y/o hidratarse de modo natural u ordinario.

ARTICULO 11º: El ejercicio del derecho regulado en esta ley no afecta en modo alguno la calidad del cuidado básico de la salud, higiene, comodidad y  seguridad, que serán provistos para asegurar el respeto a la dignidad humana y la calidad de vida, hasta el momento de la muerte de la persona.

ARTICULO 12º: La entrega del documento de Voluntad Anticipada en el centro sanitario corresponde a la persona otorgante.  Si ésta no pudiera entregarlo, el centro médico efectuará la consulta en la base de datos expuesta en Internet.

ARTICULO 13º:  Las personas comprendidas en los artículos 1º y 2º podrán designar uno o más representantes a efectos de que actúen como interlocutores válidos con el médico y/o el equipo sanitario, y facultarlos para interpretar sus instrucciones, en orden a sus valores, deseos, creencias e íntimas convicciones.

ARTICULO 14º: El nombramiento de representante que haya recaído a favor del cónyuge o pareja de hecho de la persona otorgante se extingue a partir de alguna de las siguientes situaciones:

a) Interposición de la demanda de nulidad de matrimonio, separación matrimonial o divorcio vincular.

b) Renuncia expresa del representante.

Para el mantenimiento de la designación en la primera situación, el otorgante solicitará se inserte tal circunstancia en la correspondiente sentencia judicial o, en la segunda, lo expresará nuevamente en una declaración sustitutiva de la anterior.

ARTICULO 15º: El Poder Ejecutivo deberá dictar la reglamentación de la presente ley dentro de los 90 días de sancionada la misma.

ARTICULO 16º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.-
F U N D A M E N T O S

El presente Proyecto de Ley persigue el objetivo de reconocer el derecho que tiene toda persona capaz a decidir y declarar, con necesaria antelación, su voluntad con relación a la asistencia sanitaria y a los tratamientos o cuidados médicos a recibir, para que sea tenida en cuenta cuando ya no pueda expresarla a causa de sufrir una situación de salud que le impida expresar su voluntad en ese momento.

La iniciativa se fundamenta en el respeto a la autodeterminación y a la integridad psicofísica de los pacientes, en la medida que éstos no requieran a los profesionales actuantes la ejecución de acciones contrarias a la normativa legal vigente, y se rehúsen a ser sometidos a determinados tratamientos médicos, quirúrgicos y clínicos que, en algunos casos, sólo terminarán por prolongar sus padecimientos.  La misma se inspira, además, en el Proyecto de Ley (Expte. D 1760/04-05) que tramitó en esta Legislatura, y en el rico debate que, sobre el mismo, se dio en ocasión de la realización de la “Jornada Interdisciplinaria de Reflexión sobre la Declaración de Voluntad Vital Anticipada”, que tuvo lugar en el Recinto de Sesiones de esta Cámara de Diputados, que contó con la intervención del entonces Ministro de Salud provincial, el Dr. Ismael Passaglia, y de renombrados panelistas del mundo de la bioética, ente ellos, el Dr. Pedro F. Hooft, Juez de Garantías del Distrito Judicial de Mar del Plata; el Dr. José Mainetti, Presidente de la Fundación Mainetti de esta Ciudad; el Dr. Carlos Andreucci, Presidente de la Federación Argentina de Colegios de Abogados; el Dr. Eduardo Tinant, Director de la Maestría en Bioética Jurídica de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la UNLP.; y la Dra. Gisella Farías, de la Asociación Argentina de Investigaciones Éticas y Asesora en Bioética del Hospital Tornú.
El Artículo 19 de la Ley 17.132,  que regula el ejercicio profesional de la medicina, señala que “todo paciente tiene derecho a negarse a un tratamiento”, en tanto que indica que “el médico debe respetar la voluntad del paciente en cuanto a su negativa”. Sin embargo, profundas razones que tienen que ver con nuestra conformación cultural, filosófica y religiosa, hacen prácticamente imposible el cumplimiento de tales prescripciones en numerosas circunstancias.

Por otra parte, el inciso 1) del Artículo 12 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, consagra el derecho “a la vida, desde la concepción hasta la muerte natural”, y así como en algunos debates se lo invoca para fundamentar posiciones a favor de la defensa de la vida por encima de todas las circunstancias imaginables, entiendo que el texto constitucional también ampara el derecho a la muerte natural dejando de lado, cuando así lo hubiera manifestado expresamente el propio paciente, la utilización o la aplicación de terapias médicas que extiendan artificial e indignamente la vida. 

Vale aclarar que, a diferencia de lo que ocurre en la eutanasia, donde la ciencia tiene una participación activa para terminar con la vida de alguien, la muerte natural con dignidad no requiere la participación de la ciencia, sino más bien, la abstención -a pedido del paciente- de los esfuerzos científicos que de antemano se saben infructuosos. Más adelante, en el inciso 3) del mismo Artículo constitucional, se consagra el derecho “al respeto de la dignidad, al honor, la integridad física, psíquica y moral”.

La medicina moderna ha logrado ser cada vez más idónea y capaz de prolongar algunos parámetros de vida que hacen que se estire el padecimiento de algunos enfermos hasta extremos no deseables y, muchas veces, inhumanos; hasta el punto que -en los últimos años- se ha escuchado, cada vez con más frecuencia, hablar de “ensañamiento terapéutico” que muchas veces prolonga sus padecimientos.

Debido a los avances en el conocimiento y la sofisticación de la tecnología, la población actual vive más tiempo que cualquier generación precedente y la expectativa de vida promedio ha sido incrementada en más de 10 años durante las últimas cinco décadas. Desafortunadamente, estos adelantos han creado también importantes desafíos. 

Al prolongar nuestra existencia, somos más vulnerables a padecer enfermedades crónicas que, muchas veces, ocasionan incapacidades graves y que atentan contra la calidad de la vida que nos queda por recorrer. La pregunta que debemos hacernos ahora es ¿cuán lejos debemos ir para preservar la vida de un paciente que sabemos sin posibilidades de cura? Sin duda, actualmente contamos con la capacidad tecnológica para mantener los signos vitales de cualquier enfermo por períodos interminables de tiempo, pero ni siquiera tomamos algo de tiempo para pensar si es digno y deseable a los ojos del paciente lo que hacemos. 

En nuestra lucha pasional y encarnizada por la longevidad, hemos olvidado qué hacer para que la gente culmine sus días con dignidad.  De este modo nos toca, cada vez con más frecuencia, acompañar a pacientes terminales, sólo mantenidos vivos, es decir, con latido cardíaco, pero sin actividad cerebral útil, mediante el empleo de ventiladores mecánicos y drogas poderosas. Más que alargar una vida que ya no tendrá sentido, estamos haciendo crónica e infinita la agonía del enfermo y la zozobra de sus íntimos allegados. Así como se defiende el derecho a vivir y se hacen todos los esfuerzos para lograrlo, de igual manera debe defenderse el derecho a dejar de sufrir de las personas sometidas a enfermedades miserables o a estados inertes de actividad biológica.
Un destacado especialista en cuestiones de bioética, reconocido jurista e integrante de organizaciones específicamente dedicadas al estudio de estas cuestiones, como es el Doctor Pedro Federico Hooft, ha señalado reiteradamente en relación con el derecho a que se respete la dignidad de los enfermos, aún a costa de sacrificar días de su vida: “es absolutamente necesario y legítimo administrarle toda la medicación que ese paciente requiera aunque sepamos que esa misma medicación acortará su vida”. Hooft habla de ciertas drogas muy potentes que se aplican a pacientes oncológicos y que son capaces de acelerar su muerte, que se administran inmersos en la filosofía de la medicina “es cuidar al enfermo y aliviar su dolor, aunque se derive en la pérdida de la vida”.  Asimismo, destaca la importancia de rescatar, resaltar y reivindicar el derecho de toda persona de decidir si quiere o no someterse a un tratamiento médico determinado, y agrega que el ensañamiento o encarnizamiento terapéutico es la contracara de la eutanasia activa. “Lamentablemente -sostiene- esto es mucho más frecuente de lo que uno piensa, de alguna manera se ha deformado el sentido de la atención médica y el cuidado de la salud a partir del afán de prolongar, a toda costa y por el máximo tiempo posible, con recursos extraordinarios, una vida que se extingue.  Esto lo podemos observar en personas que son conectadas a todo tipo de aparatos e instrumentos, que son muy buenos cuando sirven para recuperar la salud de un individuo. Pero cuando toda posibilidad de sobrevida está descartada, se incurre en el sometimiento a la tecnología médica como si el ser humano fuese un objeto, perdiendo de vista la condición de tal”. (Dr. Pedro Hooft, Diario La Capital de la ciudad de Mar del Plata, suplemento Salud del 12 de abril de 2001).

El proyecto que traigo a la consideración de esta Legislatura establece explícitamente el derecho que asiste a toda persona capaz, a manifestar anticipadamente y en libertad su voluntad de ser sometida o no a determinado tratamiento médico del que pudiere ser objeto en el futuro, en el supuesto de que concurran circunstancias clínicas en las cuales no pueda expresar personalmente su voluntad, para lo cual instituye como instrumento idóneo la “Declaración de Voluntad Anticipada”, y le da a éste la eficacia y la prevalencia necesarias para asegurar el referido derecho. Por otra parte, estipula que en caso de internación hospitalaria de la persona, la Declaración de Voluntad Anticipada será transcripta con fecha cierta en la primera hoja de la historia clínica del paciente para conocimiento de los profesionales actuantes en la atención del mismo. Asimismo realiza la salvedad de que, si ante un tratamiento médico el paciente expresa un Consentimiento Informado que contraría, exceptúa o modifica las instrucciones contenidas en la DVA otorgada con anterioridad, para la situación presente o el tratamiento en curso, prevalecerá lo manifestado mediante este último para ese proceso sanitario.
La iniciativa crea también el Registro de Voluntades Anticipadas en el que se inscribirá el otorgamiento, la modificación, sustitución y revocación de las declaraciones de voluntad anticipada, el que deberá ser manejado en el ámbito del Ministerio de Salud con las reservas que la información contenida en aquéllas exige. Este Registro determina, asimismo, la prevalencia de la última Declaración otorgada por encima de declaraciones anteriores, y la supremacía del consentimiento informado que contraríe o modifique lo expresado en la Declaración, ante un determinado proceso sanitario o en un tratamiento en curso. Asimismo, en este Registro se anotará, en lo pertinente, las estipulaciones establecidas en las escrituras públicas dadas ante el Registro de Autoprotección que lleva el Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires.  

Es importante destacar, del mismo modo, que este proyecto prevé que no se considerarán las instrucciones que, en el momento de ser aplicadas, resulten contrarias al ordenamiento jurídico, o las que establezcan la prohibición de recibir la medicación necesaria para aliviar el dolor, alimentarse y/o hidratarse.

En una Sentencia dictada por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires el 9 de febrero de 2005 (causa Ac. 85.627, "S., M. d. C. . Insania"), en un complejo caso bioético-constitucional, en el cual un curador había solicitado la autorización judicial para la suspensión del soporte vital de una                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           persona, se reivindicó el principio de autonomía personal y del derecho de toda persona a rehusar determinados tratamientos médicos, abordándose el tema de la eventual validez jurídica de las denominadas directivas anticipadas o testamento vital. Si bien la Corte, finalmente y mediante decisión unánime, desestimó la solicitud de autorización de suspensión del soporte vital – alimentación e hidratación artificiales – hubieron divergencias en cuanto a los fundamentos del fallo.   

Debemos resaltar los votos concordantes de los Ministros Roncoroni, Kogan y Soria, quienes coincidieron en reconocer la importancia de las directivas anticipadas, al expresar que “si la persona ha dejado de ser competente, su voluntad no es sustituible por terceros, sino acudiendo a sus propias manifestaciones previas”, agregando luego que “...el ordenamiento positivo adolece de una norma reguladora de la situación de los enfermos terminales...”.  

Por lo tanto, es razonable inferir que otra hubiera sido la decisión de la Corte de haber existido las llamadas Directivas Anticipadas que permitieran probar, fehaciente e inequívocamente, la voluntad de la paciente.

Con posterioridad a este fallo, una Sentencia del 25 de julio de 2005, del Juzgado Criminal y Correccional de Transición Nº 1 del Departamento Judicial Mar del Plata, cuyo titular es el Dr. Pedro Federico Hooft, dispuso hacer lugar a la Acción de Amparo promovida y, en consecuencia, dejar establecido que deberán ser respetadas a futuro las directivas anticipadas, en cuanto la paciente manifiesta su oposición a intervenciones invasivas que impliquen medios artificiales a permanencia en el contexto de la evolución irreversible de la enfermedad que padece. Es digno de mencionar en el análisis del fallo citado – cuya copia adjuntamos al presente - que el Dr. Hooft, en el punto IV de la parte dispositiva menciona que el profesional o equipo médico deberá acompañar a la paciente “...en un proceso de muerte digna, en el contexto del máximo respeto a la dignidad de la persona humana afectada de una enfermedad irreversible...”.

Asimismo, y en concordancia con el tema abordado, el Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires, mediante resolución de su Consejo Directivo del 23 de abril de 2004, creó el Registro de Actos de Autoprotección de las personas en previsión de una eventual incapacidad, que entró en vigencia a partir del 1º de marzo del año 2005 y que tiene como objetivo registrar las escrituras públicas de las que surjan manifestaciones de voluntad, no sólo referidas a la salud de las personas y a los tratamientos médicos que desea o no desea recibir, sino también a la administración de bienes o a su disposición durante el período en que se prolongue su eventual discapacidad. Para mayor ilustración, se acompañan antecedentes de la normativa citada.
Por las razones expuestas, solicito a los señores Diputados tengan a bien acompañar con su voto favorable el presente Proyecto de Ley.

